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PARTIDOS POLÍTICOS 
Y APOLOGÍA DE LA VIOLENCIA 
Stefan Ulrich Pieper* 
l. INTRODUCCIÓN 
Vincular el problema de la apología de la violencia con el de la 
libertad de los partidos remite a un contexto peculiar: la justifi-
cación de la aplicación de la violencia cobra importancia cuando 
la polémica política no se establece recurriendo a palabras, argu-
mentos o diversidad de programas, conceptos y soluciones a los 
problemas. En sistemas sociales y Estados con amplio consenso 
cívico libres de extremismos, preguntarse si la libertad de los 
partidos incluye una justificación de la aplicación de la violencia, 
no encierra tanta dificultad. 
La violencia como instrumento de la polémica política no se 
circunscribe, sin embargo, a sistemas sociales y régimenes esta-
tales autoritarios; puede convertirse también en problema en so-
ciedades democráticamente organizadas. Tal ocurre, por ejemplo, 
si un grupo social no quiera aceptar las decisiones mayoritarias o 
cuando el Estado no garantiza o respeta los derechos de las mino-
rías. Controversias sobre la energía nuclear, la protección del 
* El autor, docente en la Universidad de Münster, en la que logró la 
Habilitación, trabaja en la actualidad en Berlín, en el Ministerio del Interior de 
la República Federal de Alemania. El contenido de su trabajo recoge obvia-
mente opiniones exclusivamente personales. 
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medio ambiente o la globalización pueden servimos de ejemplo 
tanto como los atentados perpetrados por la ET A en España o el 
IRA en Gran Bretaña. 
Pocas veces justificarán los partidos políticos abiertamente el 
recurso a la violencia en sus programas políticos. Más bien 
-según muestra la experiencia- la violencia se verá justificada 
indirectamente, en declaraciones o mensajes individuales de sus 
portavoces o mediante el apoyo a grupos que recurren a ella o la 
amparan l. En este contexto el problema afecta al papel de los 
partidos en el Estado y en la sociedad y lleva a preguntarse cuál 
es el ámbito relacionado con la apología de la violencia que los 
partidos políticos pueden asumir. Abordaré este planteamiento 
partiendo de cómo es habitual en el derecho constitucional ale-
mán considerar la libertad de partidos2. 
Para delimitar de modo más preciso el ámbito de tensión entre 
la libertad de los partidos y la apología de la violencia, me ocu-
paré del concepto de partido político, para aclarar su función y su 
específica libertad. Luego definiré más detalladamente el término 
violencia, ya que, dada su relativa imprecisión, los asertos sobre 
la relación entre la justificación del recurso a la violencia y la 
libertad de los partidos sólo pueden llevarse a cabo estableciendo 
previamente qué se entiende por violencia. 
Mi planteamiento tendrá carácter general, pero teniendo siem-
pre como punto de referencia el sistema constitucional alemán; 
tendré en cuenta la realidad legal española en la medida de mis 
conocimientos. He procurado, en todo caso, que las conclusiones 
sean también válidas para cualquiera de los grandes Estados euro-
peos: Francia, Gran Bretaña, Italia ... 
1. Ejemplos sobre diferentes formas de violencia cabe encontrar en Walter 
SCHMITI GLAESER, Private Gewalt im politischen Meinungskampf, 1990, 
pp. 27 ss. 
2, Cfr. Dieter Grimm, en BENDAlMAIHOFERNOGEL, Handbuch des 
Verfassungsrechts 1994 (2a ed.), § 14, notas 30 y ss. Hay versión en español: 
Manual de derecho constitucional, 2001 (2a ed.). 
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n. LA LIBERTAD DE LOS PARTIDOS 
En la mayoría de los sistemas estatales democráticamente 
organizados los partidos representan una elemental correa de 
transmisión para el logro de objetivos políticos dentro del proceso 
de decisión y de conformación de la voluntad del Estad03. En los 
actuales sistemas sociales pluralistas los partidos recogen, 
canalizan e integran las diversas corrientes políticas existentes en 
la sociedad, a la vez que compensan intereses opuestos y de esa 
manera determinan la formación de una voluntad política y un 
proceso de decisión estatal4. 
Los partidos políticos son un medio para la realización de 
intereses políticos en el Estado. Su objetivo directo es el logro 
del poder polític05. Aunque pertenecen a la esfera de lo social, 
representan, sin necesidad de que la Constitución los considere 
explícitamente como elementos constructivos del sistema de re-
presentación parlamentaria6, un vínculo elemental entre el Estado 
3. Cfr. art. 21 de la Ley Fundamental (LF) alemana; art. 6 CE; art. 49 de la 
Constitución de Italia; art. 4.1 de la Constitución de Francia; en el derecho 
constitucional de Gran Bretaña no existe regulación específica. 
4. TSATSOS, Rechtsvergleichende Ausblicke. Die Stellung der politischen 
Partei im Verfassungsgefüge, en TSATSOS/SCHEFOLD/SCHNEIDER (ed.), 
Parteienrecht im europiiischen Vergleich, 1990, pp. 763 ss. Cfr. Dieter 
GRIMM, en BENDAlMAIHOFERNOGEL, Handbuch des Verfassungsrechts, 
1994 (2a ed.), § 14, notas 1 y ss., 12 y ss; Klaus STERN, Staatsrecht der 
Bundesrepublik Deutschland, t. 1, 1984 (2a ed.), pp. 456 ss.; Philipp KUNIG, en 
ISENSEE/KIRCHHOF, Handbuch des Staatsrechts t. 2, 1987, § 33, notas 1, 7 Y 
ss., 15 y ss.; sentencias 20, 56, 100 siguientes del Tribunal Constitucional 
Federal. 
5. MORLOK, MARTIN, Rechtsvergleichung auf dem Gebiet der 
politischen Parteien, en TSATSOS/SCHEFOLD/SCHNEIDER (ed.), Parteien-
recht im europiiischen Vergleich, 1990, pp. 696 Y 717. 
6. Como ocurre en el art. 21 LF; sobre su institucionalización en el de-
recho constitucional cfr. TSATSOS, Rechtsvergleichende Ausblicke - Die 
Stellung der politischen Partei im Verfassungsgefüge, en TSATSOS/ 
SCHEFOLD/SCHNEIDER (ed.), Parteienrecht im europiiischen Vergleich, 
1990, pp. 774 ss. 
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y la sociedad7. Son organizaciones para asumir el poder polític08 
en el sistema parlamentario del Estado constitucional típico de 
Europa Occidenta19. 
De esta función de los partidos para hacer posible el logro del 
poder político, derivan no sólo su ámbito externo en esa situación 
fronteriza entre Estado y sociedad, sino también los criterios rec-
tores de su orden interno. Un orden estatal libre y democrático 
tiene que garantizar la libertad de los partidos, porque la libertad 
del individuo sólo se reflejará en el proceso de formación de la 
voluntad política si puede asociarse con personas de sus mismas 
concepciones. 
La libertad individual relativa a la actuación política, garanti-
zada por los derechos fundamentales, se ve así completada por la 
libertad de los partidos a la hora de participar en la formación de 
la voluntad política. En la democracia representativa, en la que 
los ciudadanos participan a través de las elecciones, podrán 
-sobre todo, a falta de elementos plebiscitarios- tomar parte en el 
proceso político y ejercer en él influencia a través y dentro de los 
partidos. Su institucionalización se convierte por ello en una 
garantía de democracialO. 
La libertad de los partidos no es, en cualquier caso, absoluta. 
Se verá limitada -como la libertad de los individuos- al menos 
por la libertad de los demás partidos políticos y por la de otros 
titulares de derechos fundamentales: 
7. Cfr. Dieter GRIMM, en BENDAlMAIHOFERNOGEL, Handbuch des 
Verfassungsrechts, 1994 (28 ed.), § 14, notas 24 y ss. 
8. MORLOK, MARTIN, Rechtsvergleichung auf dem Gebiet der 
politischen Parteien, en TSATSOS/SCHEFOLD/SCHNEIDER (ed.), Parteien-
recht im europiiischen Vergleich, 1990, pp. 696, 717 Y ss. 
9. Herbert KRÜGER, Allgemeine Staatslehre, 1966 (28 ed.), pp. 1 Y ss.; 
Josef ISENSEE, en ISENSEE/KIRCHHOF, Handbuch des Staatsrechts t. 2, 
1987, § 13, notas 40 y ss. 
10. TSATSOS, Rechtsvergleichende Ausblicke. Die Stellung der politischen 
Partei im Verfassungsgefüge, en TSATSOS/SCHEFOLD/SCHNEIDER (ed.), 
Parteienrecht im europiiischen Vergleich, 1990, pp. 778 ss. 
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Su ámbito fundamental es la libertad de fundar partidos, 
garantizada por un proceso de gestación libre de injerencias o 
permisos estatales, que posibilita una libertad interna que prohibe 
toda influencia del Estado11 . 
- La participación en el proceso de formación de la voluntad 
política limita la libertad de organización interna de los partidos. 
Su estructura interna tiene que ajustarse básicamente a los prin-
cipios democráticos, tanto en lo relativo al ámbito personal como 
en cuestiones de contenido l2. La Ley Fundamental (LF) alemana 
lo ha concretado en forma de precepto constitucional (art. 2l. 
párrafo 1, p. 3), aunque tanto éste como su desarrollo legal sólo 
garantizan de modo formal la existencia de la correspondiente 
estructura interna en un partido. 
- La libertad de los partidos incluye -y con ello llegamos al 
punto de posible conexión con la apología de la violencia- la 
libertad a la hora de expresar su oferta programátical3 . 
11. Art. 6 y 22 CE; cfr. José PUENTE EGIDO, Die Institution der 
politischen Partei in Spanien, en TSATSOS/SCHEFOLD/SCHNEIDER (ed.), 
Parteienrecht im europaischen Vergleich, 1990, p. 677; en Gran Bretaña, cfr. 
Gordon SMITH, Die Institution der politischen Partei in Groj3britannien 
ibidem, p. 328.; en Italia, art. 49, 18 de la Constitución, cfr. Fu1co 
LANCHESTER, Die Institution der politischen Partei in Italien, ibidem, p. 413; 
en Francia, art. 4.1 de la Constitución, cfr. Michel FROMONT, Die Institution 
der politischen Partei in Frankreich, ibidem, p. 240. 
12. En relación a la estructura democrática de su organización interna en 
España -art. 6 CE Y art. 4 de la Ley de partidos políticos- cfr. José PUENTE 
EGIDO, Die Institution der politischen Partei in Spanien, en TSATSOS/ 
SCHEFOLD/SCHNEIDER (ed.), Parteienrecht im europaischen Vergleich, 
1990, pp. 669 ss.; en Gran Bretaña, cfr. Gordon SMITH, Die Institution der 
politischen Partei in Groj3britannien; ibidem, pp. 325 ss.; en Italia, arto 49 y 18 
de la Constitución, cfr. Fu1co LANCHESTER, Die Institution der politischen 
Partei in Italien, ibidem, pp. 407 ss.; en Francia, arto 4.1 de la Constitución, cfr. 
Michel FROMONT, Die Institution der politischen Partei in Frankreich, 
ibidem, pp. 234 ss. 
13. Cfr. Dieter GRIMM, en BENDAlMAIHOFERlVOGEL, Handbuch des 
Verfassungsrechts, 1994 (2a ed.), § 14, notas 32 y ss.; en relación a esta libertad 
de acción en España, art. 6 CE, cfr. José PUENTE EGIDO, Die Institution der 
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Decisivo dentro de esa libertad programática es el derecho a 
autodeterminar una propia línea de acción 14, que garantiza la 
libertad de los partidos frente al Estado l5 . En el núcleo esencial 
de esta libertad de los partidos y de su capacidad deautodeter-
minarse se encuentra el derecho a decidir por sí mismos y sin 
influencia ni control por parte del Estado sobre sus fines, su 
forma de organización y sus actividades. Tanto la libertad en la 
formación de su voluntad interna como el libre desenvolvimiento 
de sus actividades quedan así garantizados 16. Los partidos pue-
den, pues, determinar libremente sus objetivos así como sus 
declaraciones y acciones en el ámbito socio-político. Esto parece 
significar que, en principio, los partidos podrían también, dentro 
de ese margen de libertad programática, llegar a justificar el 
recurso a la violencia. 
Pero tal libertad no es ilimitada. Las fronteras del derecho a 
autodeterminarse radican en primer lugar en la opción básica 
por una democracia libre. Tal opción se basa en la toma de con-
ciencia fundamental de que el ejercicio del poder democrá-
ticamente organizado es la mejor forma de gobierno: los órdenes 
constitucionales demoliberales permiten sólo el ejercicio de un 
poder político sujeto a plazo, que ha de lograrse a través de una 
competencia electoral que posibilita una confirmación periódica o 
politischen Partei in Spanien, en TSATSOSISCHEFOLD/SCHNEIDER (ed.), 
Parteienrecht im europaischen Vergleich, 1990, p. 679; en Gran Bretaña, cfr. 
Gordon SMITH, Die Institution der politischen Partei in Groj3britannien, 
ibidem, p. 328; en Italia, cfr. Fu1co LANCHESTER, Die Institution der 
politischen Partei in Italien, ibidem, p. 414; en Francia, art. 4.1, cfr. Michel 
FROMONT, Die Institution der politischen Partei in Frankreich, ibidem, 
pp. 240 ss. 
14. Sentencias 50, 290, 354; 80, 244, 253 siguiente del Tribunal Cons-
titucional Federal. 
15. Cfr. sentencia 85, 264, 287 del Tribunal Constitucional Federal; sen-
tencia 110, 126 del Tribunal Supremo Contencioso-Administrativo Federal. 
16. Sentencia 110, 126 del Tribunal Supremo Contencioso-Administrativo 
Federal; cfr. también MORLOK, en DREIER, Grundgesetz, 1998, art. 21, 
nn. 56 ss. 
PARTIDOS POLÍTICOS Y APOLOGÍA DE LA VIOLENCIA 293 
conduce a un relevo. Es dentro de este sistema donde los partidos 
cumplen su tarea constitucional de participar en la formación de 
la voluntad política del pueblo. Tal función, encaminada a la 
participación en las elecciones, constituye un aspecto esencial de 
los partidos y justifica su estatuto constitucional y legal espe-
cífico, si se los compara con otro tipo de asociaciones políticas l7 . 
En la República Federal el límite del derecho de los partidos a 
autodeterminarse se encuentra en la opción básica de la Ley Fun-
damental por una "democracia competitiva"18. Ello implica que 
la Ley Fundamental -debido a anteriores experiencias históricas-
no confía en que la democracia libre se defienda por sí sola en el 
proceso de formación de la voluntad pública, sino que encarga 
además al Estado el aseguramiento y la garantía de los valores 
básicos constitucionales a través de procedimientos y medidas de 
protección, incluso de orden pena¡I9. 
En este obligado respeto a los principios democráticos de un 
orden constitucional de libertad -como el que establece el arto 21 
LF- cobra expresión al menos un sobreentendido mandato consti-
tucional, que sirve de punto de referencia a la hora de fijar límites 
detallados a la libertad programática de los partidos. Para ello es 
preciso también considerar las consecuencias resultantes de un 
menosprecio de los principios de libertad y democracia por los 
partidos, ya que su ámbito de acción se verá condicionado por 
posibles prohibiciones y sus presupuestos. 
17. Sentencia 91 , 272, 284 del Tribunal Constitucional Federal; cfr. 
también sentencias 2, 1, 73; 20, 56, 100; 24, 260264; 44, 125, 145 siguiente; 
52,63,82 ss.; 73, 40,85 del Tribunal Constitucional Federal. 
18. Sentencia 5, 85, 135 siguientes del Tribunal Constitucional Federal; 
efr. Erhard DENNINGER, en BENDAlMAIHOFERNOGEL, Handbuch des 
Verfassungsrechts, 1994 (2a ed.), § 16, notas 1 ss.; Michael KLOEPFER, en 
ISENSEE/KIRCHCHOF, Handbuch des Staatsrechts, t. 2, 1987, § 35, nota 46. 
19. Por todas, sentencia 63, 266, 298, 308 ss. con el voto discrepante de 
Helmut Simon; sentencia 110, 126 del Tribunal Supremo Contencioso-
Administrativo Federal. 
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La constitución alemana ha abordado -probablemente como 
caso único en Europa- debido a la experiencia histórica de la 
República de Weimar la posible ilegalización de partidos incons-
titucionales fundada en disposiciones constitucionales expresas 
determinantes (art. 21 párrafo 2 LF)20. Esta regulación constitu-
cional explícita puede, a mi juicio, generalizarse. Una consti-
tución democrática no debe tolerar inclinaciones que desprecian, 
rechazan o amenazan los principios de libertad y democracia. Una 
disposición prohibitiva, como la de la República Federal, parte 
del supuesto de que pueden existir partidos políticos inconstitu-
cionales, por sus objetivos políticos o por la aplicación de medios 
que entren en contradicción con el concepto general de un 
régimen fundamental de libertad. 
La justificación del uso de violencia -con lo que llegamos a 
nuestro tema- afecta solamente' a una parte del problema, par-
tiendo de la premisa de que una apología de la violencia no res-
petaría la Constitución. Esta duda de constitucionalidad puede 
surgir también en relación a partidos que rechazan la violencia 
como medio de acción. La relación entre la libertad de los par-
tidos y la justificación del recurso a la violencia vendrá deter-
minada por el punto de partida básico constitucional sobre la 
violencia misma. 
20. Cfr. Dieter GRIMM, en BENDAlMAIHOFERNOGEL, Handbuch des 
Veifassungsrechts, 1994 (2a ed.), § 14, notas 34 ss.; en relación a la ilega-
lización de partidos en España, Ley 54/1978 de 4.12 de Partidos políticos, efr. 
ADOMEITIFRÜHBECK, Einführung ins spanische Recht, 2001 (28 ed.), p. 14; 
en Gran Bretaña la ilegalización de partidos no existe, pero el "Prevention of 
Terrorism Act" de 1974 permite la prohibición de organizaciones ilegales: cfr. 
Gordon SMITH, Die Institution der politischen Partei in Gropbritannien, en 
TSATSOS/SCHEFOLD/SCHNEIDER (ed.), Parteienrecht im europaischen 
Vergleich, 1990, pp. 329 ss.; en Italia tampoco se prevé la ilegalización de par-
tidos, efr. Fulco LANCHES TER, Die Institution der politischen Partei in 
Italien, ibidem, pp. 416 ss.; respecto a su regulación en Francia cfr. Michel 
FROMONT, Die Institution der politischen Partei in Frankreich, ibidem, 
pp. 242 ss. 
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111. LA APOLOGÍA DE LA VIOLENCIA 
Para llegar a una cumplida explicación hemos de precisar 
primero el término violencia. 
1. El término "violencia" 
El idioma alemán carece de una definición unívoca; el término 
violencia se caracteriza más bien por su múltiple significado21 . Se 
aplica tanto al poder estatal como al ejercicio de violencia física y 
moral o al llamado poder estructural. Otros idiomas ofrecen una 
diferenciación más exacta: el inglés describe la violencia física, el 
ejercicio de la fuerza con el término de "force" o "violence", 
mientras el poder del Estado se traduce como "power". También 
el español distingue la fuerza en el sentido de presión ("vio-
lencia", "fuerza") y de poder ("poder", "autoridad"). 
2. Poder estatal- poder privado 
El poder estatal es la "summa potestas": implica el ejercicio 
de todas las funciones estatales con aspiraciones de general 
vigencia22. Si esta pretensión de validez general no se ve res-
petada, el poder estatal permite la imposición de regulaciones 
21. Wolfgang REINHARD, -Geschichte der Staatsgewalt, 1999, p. 16-
alude a un término borroso de "violencia"; cfr. Arthur KAUFMANN, 
Gerechtigkeit. Der vergessene Weg zum Frieden, 1986, pp. 86 ss. 
22. Cfr. Georg JELLINEK, Allgemeine Staatslehre, 6, 1959, reimpresión de 
la 3" ed. de 1928, pp. 427 ss.; conciso, Josef ISENSEE, en ISENSEE/ 
KIRCHHOF, Handbuch des Staatsrechts, t. 2, 1987, § 13, nota 34; respecto al 
desarrollo histórÍco del poder estatal Wolfgang REINHARD, Geschichte der 
Staatsgewalt, 1999, passim. 
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estatales basadas en preceptos y obligaciones23 . El poder estatal 
es poder soberano, basado en la ley y limitado por la ley. El 
marco ordenador para su ejercicio es la Constitución y la legisla-
ción que la desarrolla. El poder estatal ejercido de acuerdo con la 
Constitución sirve a los objetivos del Estado, especialmente la 
garantía de la paz y la seguridad de los ciudadanos24. 
Los términos paz y seguridad se ven también asegurados por 
los derechos fundamentales25, garantizados sobre todo por el 
monopolio estatal de la violencia. Eso explica de manera especial 
la posición del orden constitucional frente a toda violencia. De 
acuerdo con ello, únicamente el Estado y sus órganos tienen 
autoridad para aplicar presión y violencia. 
El monopolio de la violencia está vinculado con el poder 
soberano (el poder estatal, en el sentido de arto 20 párrafo 2, p. 1 
LF, que emana del pueblo). Remite a la autoridad del Estado para 
imponer su legítimo poder soberano, si se ve puesto en cuestión, 
mediante la coacción fís'ica26. Con ayuda del monopolio de la 
fuerza, el Estado priva a los particulares de la violencia como 
medio de acción, reservándose en exclusiva el derecho a su uso 
justificad027. Esta concentración del uso justificado de la vio-
lencia en manos del Estado se vincula históricamente con los 
deberes del Estado como protector de la vida, la propiedad y la 
23. Josef ISENSEE, en ISENSEElKIRCHHOF, Handbuch des Staatsrechts, 
t. 1, 1987, § 13, notas 75 ss. 
24. Josef ISENSEE, Das Grundrecht auf Sicherheit, 1983, pp. 3 ss. 
25. Georg HERMES, Das Grundrecht auf Schutz von Leben und 
Gesundheit, 1987, pp. 208 ss.; Robert ALEXY, Theorie der Grundrechte 1996 
(38 ed.), pp. 410 ss. 
26. efr. Josef ISENSEE, en ISENSEE/KIRCHHOF, Handbuch des Staats-
rechts, t. 1, 1987, § 13, nota 76; matizando Walter SCHMITI' GLAESER, 
Private Gewalt im politischen Meinungskampf, 1990, p. 155. 
27. UIrich MATZ, Politik und Gewalt, 1975, pp. 97 ss.; Detlef MERTEN, 
Rechtsstaat und Gewaltmonopol, 1975. 
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libertad de los ciudadanos. En el monopolio de la fuerza se con-
cretan los fines protectores del Estado modem028. 
La prohibición por el Estado del recurso a la violencia está 
relacionada con su posible ejercicio por personas particulares29. 
Al delimitarse los poderes del Estado, todas las demás formas de 
violencia son consideradas de carácter privado, en tanto sean 
ejercidas por personas privadas sin autorización estatal. 
La prohibición del recurso privado a la violencia por la Ley 
Fundamental se ve apoyada por las regulaciones de una juris-
dicción obligatoria completa (como la prevista por los arts. 92 y 
ss. de la LF), que garantiza que los individuos puedan sólo 
alcanzar sus pretensiones e intereses a través de un procedimiento 
judicial, recurriendo en última instancia al monopolio estatal de la 
violencia. 
El apoyo a un monopolio estatal de la fuerza parece evidente, 
no obstante lo cual merece una mención explícita. Se da por 
sobreentendido que el ejercicio del poder estatal en los sistemas 
democráticos de tipo occidental está "domado" por un sinnúmero 
de medidas constitucionales y legales: se aplica dentro de los 
márgenes de la ley y no de manera arbitraria, determinado siem-
pre por decisiones democráticas mayoritarias basadas en los pro-
cedimientos estatales de formación de la voluntad política y de 
decisión. Pero esa evidencia se apoya en unas relaciones sociales 
equilibradas, sin graves conflictos sociales, culturales o étnicos, 
así como en un reconocimiento general del sistema consti-
tucional. 
Pese a todo, el ejercicio del poder estatal implica elementos 
controvertidos. Aun prescindiendo de la teoría política anar-
28. Josef ISENSEE, en ISENSEE/KIRCHHOF, Handbuch des Staatsrechts, 
t. 1, 1987, § 13, notas 79 ss. 
29. Con referencias amplias, cfr. Josef ISENSEE, en ISENSEElKIRCHHOF, 
Handbuch des Staatsrechts, t. 1, 1987, § 13, nota 74. 
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quista30, que pretende abolir cualquier poder estatal soberano, en 
ocasiones el ejercicio del poder y la fuerza estatal y social se ve 
considerado como un poder estructural, que impediría el libre 
desarrollo del individuo. Este tipo de poder o fuerza estructural, 
que existiría supuestamente también dentro de regímenes de 
libertad y democracia, se utiliza -volveremos a ello- como jus-
tificación de una resistencia violenta contra acciones estatales. 
3. El término "fuerza" 
A través de la aplicación de órdenes y medidas de presión, el 
poder estatal aparece también relacionado con esa referencia 
general a la fuerza que engloba la violencia física y moral. Queda 
por aclarar la definición del término "fuerza": desde diversos 
puntos de vista se recurre a aspectos científicos, políticos o jurí-
dicos que fundamentarían la justificación, la búsqueda de los 
orígenes o la descripción del ejercicio de la violencia. 
En líneas generales, y a un nivel muy abstracto, se describiría 
la violencia como un modo de actuación que se caracteriza por la 
violación o hasta la destrucción intencionada de personas y 
bienes31 . Dejando aparte la violencia gratuita, la fuerza se utiliza 
regularmente como medio para alcanzar objetivos específicos de 
quien la aplica. Un análisis de estos fines permite identificar dife-
rentes formas de violencia. 
Una forma específica de violencia es el terror. En este caso se 
aplica la fuerza para llevar a cabo las propias pretensiones a 
través del recurso a la intimidación basada en la violencia; carac-
terísticos son los fines políticos y el efecto sicológico de la 
30. Cfr. NEUMANN, en MICKEL (ed.), Handlexikon zur Politischen 
Wissenschajt, 1986, término "Anarchismus". 
31. Ulrich MATZ, en GORRES-GESELLSCHAFf (ed.), Staatslexikon, 1995 
(7" ed.), t. 2, pp. 1018 ss. (término "Gewalt"); del mismo autor Politik und 
Gewalt, 1975, pp. 25 ss. 
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violencia terrorista, que persiste después del efecto inmediat032. 
Otra forma clásica de la violencia es la guerra, en la que se 
recurre a la violencia en las relaciones interestatales. A finales del 
siglo XX surgen nuevas formas de guerra33 . 
Es preciso distinguir entre violencia física y violencia síquica. 
La violencia física está conectada con la aplicación directa de la 
fuerza y sus efectos coactivos. El derecho penal define la vio-
lencia como poder físico que se aplica para superar una resis-
tencia real o ficticia34. La coacción física es en este caso la forma 
"típica" de aplicación de la violencia, dirigida contra personas o 
bienes. Reviste significado no solamente para el derecho penal, 
sino que puede servir de base para reclamaciones de derecho 
privado (responsabilidad derivada de acciones delictivas). 
Más problemática resulta la violencia síquica. Se caracteriza 
porque no recurre, o lo hace de modo muy reducido, a la fuerza 
física. Su rasgo específico es el efecto coactivo sobre la víctima o 
terceras personas. Las formas clásicas de la presunta "lucha no 
violenta" se basan en los efectos coactivos sicológicos originados 
acciones "no violentas". En la República Federal esta forma de 
aplicación de la fuerza se ha visto problematizada con ocasión de 
la evaluación penal de la coacción35. 
32. Cfr. Bruce HOFFMANN, Terrorismus, 1999, pp. 14 ss. y 55 ss.; cfr. 
David RAPOPORT, Terrorism, en HA WKESWORTH/KOGAN (ed.), Routledge 
Encyclopedia of Government and Politics, vol. 2, 1992, p. 1061; Walter 
LAQUER, Die Globale Bedrohung, 1998, pp. 13 ss. 
33. Mary KALDOR, Neue und alte Kriege, 2000, pp. 26 ss.; Martin HOCH, 
Krieg und Politik im 21. Jahrhundert, "Aus Politik und Zeitgeschichte" 2001 
(20), p. 17, con referencias amplias; Herfried MÜNKLER, Die Zukunft des 
Konflikts "Tagesspiegel" del 3.3.0l. 
34. Cfr. al respecto RGSt 64, 113, 115; Karl LACKNERlKristian KÜHL, 
Strafgesetzbuch, 1999 (23" ed.), § 240, nota 5; Albin ESER, en SCHÓNKEI 
SCHRÓDER, Strafgesetzbuch, 2001 (26" ed.), nota previa § 234 SS., notas 7 SS., 
con referencias amplias. 
35. El § 240 del Código Penal establece: 
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En un princIpIO la coacción requería la aplicación de una 
fuerza física. Luego se llegó a una "espiritualización del concepto 
de fuerza" por parte de los tribunales penales36. Por violencia 
física se entendía una coacción material del autor del crimen 
frente a la víctima, que tenía como efecto una obligación física. 
En el caso de las amenazas se trataría de un efecto moral que la 
víctima percibiría como coacción. Violencia, en el sentido de un 
delito de coacción, se apreciaba sólo en los casos en que se 
aplicaba fuerza física. Sin embargo, la intensidad de la fuerza 
aplicada, que se requería para que la jurisdicción de los tribunales 
estimara que existía violencia, iba disminuyendo constantemente. 
Así, tratándose de la víctima de una coacción moral se abolió por 
completo el requisito de la existencia de coacción física. 
Momento clave de este desarrollo fue sobre todo la llamada 
sentencia Laepple del Tribunal Supremo Federal del año 196937. 
Los hechos se iniciaron con una sentada en los rieles del tranvía 
para protestar contra el aumento de las tarifas del transporte 
público. La "espiritualización" o "desmaterialización" del con-
cepto penal de violencia fue · justificada con la voluntad de pro-
teger de manera eficaz la libertad frente a acciones punibles, sin 
duda más sutiles pero comparables por sus efectos con la apli-
cación de la fuerza física38. 
La espiritualización del concepto penal de violencia pone en 
evidencia el dilema causado por las formas más clásicas de resis-
tencia "no violenta". Sin coacción física alguna se limita la 
"A quien obligue a una persona a una actuación, acto de tolerancia u omi-
sivo, aplicando violencia o amenazando con un mal significativo, se le condena 
a una pena privativa de libertad de hasta tres años o a una multa. 
El acto será ilegal cuando la aplicación de la violencia o la amenaza del mal 
que se utilizaron para lograr el fin se consideren reprochables". 
36. Cfr. sentencias 73, 206, 232; 92, 1 del Tribunal Constitucional Federal; 
y sentencia 23, 46, 54 del Tribunal Supremo Federal -Laepple. 
37. Sentencia 23, 46, 54 del Tribunal Supremo Federal-Laepple. 
38. Cfr. sentencias 1, 145, 147; 8, \02, 103 del Tribunal Supremo Federal; 
y sentencia 73, 206, 242 del Tribunal Constitucional Federal. 
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libertad ajena mediante la violencia psíquica. El Tribunal Consti-
tucional Federal corrigió la agudizada "espiritualización" del con-
cepto penal de violencia, entendiendo que la interpretación del 
delito no se producía así con la exactitud exigible (art. 103 
párrafo 2 LF)39. 
Existe, por otra parte, una relación muy estrecha entre la 
violencia física y la ejercida contra bienes, aunque no se dirija 
directamente contra personas. El daño a los bienes pretende simi-
lares efectos de coacción, por lo que cuenta también entre las 
formas de violencia4o. 
La apología de la violencia comprende también la disposición 
al ejercicio de la violencia; la actitud de aquellas personas que 
en ciertas circunstancias aplicarían la fuerza para lograr sus 
objetivos41 . 
Próxima a la violencia moral se encuentra la ya aludida 
"violencia estructural", calificada a veces como "violencia de lo 
establecido" (Marcuse) , como "violencia del capital" (Sartre) o 
efectivamente como "violencia estructural" (Lenin, Galtung). Se 
supone que la violencia estructural existe siempre que las 
circunstancias impiden el libre desarrollo de la personalidad 
humana42. 
39. Sentencia 92, 1 del Tribunal Constitucional Federal, relativa a una 
sentada frente a instituciones militares. 
40. Cfr. Hans Dieter SCHWIND/Jürgen BAUMANN (ed.), Endgutachten 
der Unabhtingigen Regierungskommission zur Verhinderung und Bekampfung 
von Gewalt (Gewaltkommission), en SCHWIND/BAUMANN (ed.), Ursachen, 
Pravention und Kontrolle von Gewalt, t. 1, 1990, nota 22. 
41. Hans Dieter SCHWIND/Jürgen BAUMANN (ed.), Endgutachten der 
Unabhtingigen Regierungskommission zur Verhinderung und Bekampfung von 
Gewalt (Gewaltkommission), en SCHWIND/BAUMANN (ed.), Ursachen, 
Pravention und KontrolLe von Gewalt, t. 1, 1990, nota 62. 
42. Hans Dieter SCHWIND/Jürgen BAUMANN (ed.), Endgutachten der 
Unabhtingigen Regierungskommission zur Verhinderung und Bekampfung von 
Gewalt (Gewaltkommisslon), en SCHWIND/BAUMANN (ed.), Ursachen, 
Pravention und KontrolLe von Gewalt, t. 1, 1990, nota 22. 
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Se observa en aquellas situaciones en las que relaciones 
determinadas no permiten el libre desenvolvimiento del individuo 
fuera de las convenciones sociales establecidas, o cuando el ré-
gimen social y estatal aparecen configurados de modo que sólo 
permiten una conducta conformista. Se incluyen también situa-
ciones que se podrían englobar bajo el término "injusticia social". 
Lo característico de la "violencia estructural" sería que no tiene 
su origen en personas o instituciones individualizadas, sino más 
bien en circunstancias prodm;:to de procesos históricos y socio-
económicos43 . 
Esta tipología diferenciada de formas de la violencia no nos 
dice aún nada sobre su motivación o sus fines. La violencia tiene 
por lo general una función social o política reconocible, pero en 
muchas ocasiones constituye sólo uno de los medios aplicados. 
De ahí que se distinga entre violencia instrumental y fuerza 
simbólica (o comunicativa). La violencia instrumental sirve para 
alcanzar un objetivo determinado; la misma violencia es el medio 
para alcanzar el fin. Ello es aplicable también al poder estatal, que 
mediante prevención o sanciones procura establecer un control 
social y político con el fin de asegurar las normas existentes. 
La violencia puede ser también un instrumento para la con-
formación o redistribución del poder; por ejemplo, cuando se 
aplica por grupos terroristas o movimientos de liberación. En 
estos casos se recurre a la violencia en vez de a los medios 
políticos tradicionales; sobre todo cuando los grupos políticos no 
tienen acceso a las vías legales de comunicación o carecen de los 
derechos de participación en el debate político. Pero esta vio-
lencia instrumental puede incluir también la mera eliminación por 
motivos religiosos, étnicos, racistas o sociales. La violencia sim-
bólica, por el contrario, no está dirigida directamente al logro de 
43. Cfr. Ulrich MATZ. en GÓRRES-GESELLSCHAFT (ed.) Staatslexikon, 
1995 (78 ed.), t. 2, ep. 1019 (término "Gewalt"). 
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un objetivo determinado; aplica la fuerza para resaltar de forma 
llamativa otras circunstancias. 
4. Términos vecinos 
Este breve resumen hace evidente que el término abstracto de 
fuerza tiene un múltiple contenido. El análisis de la apología de la 
violencia por los partidos políticos puede referirse a todas las 
formas de violencia arriba mencionadas, incluyendo el mismo 
poder estatal. 
La fuerza como instrumento político se expresa de dos formas 
específicas que tienen características diferentes: el derecho de 
resistencia y la desobediencia civil. En ambos casos el uso de 
violencia se considera legítimo en ciertas circunstancias: incluso 
la misma actuación ilegal -probablemente violenta- estaría jus-
tificada, porque la persona actúa contra medidas estatales for-
malmente legales, pero en realidad ilegítimas. El derecho de 
resistencia cívica conecta con el "estado de emergencia"; una 
situación extrema en la que el orden estatal se ve socavado desde 
su interior y no existe ya otra oportunidad para la defensa de la 
Constitución. 
La desobediencia civil encuentra su lugar« en una etapa más 
temprana, dentro aún de una situación de normalidad legal. Se 
caracteriza por una violación intencionada de las normas con el 
fin de llamar la atención sobre un atropello, una opinión disidente 
44. Cfr. en general Kurt WOLZENDORFF, Staatsrecht und Naturrecht in 
der Lehre vom Widerstandsrecht des Volkes gegen rechtswidrige Ausübung der 
Staatsgewalt, 1916; Arthur KAUFMANNlLeonhard E. BACKMANN (ed.), 
Widerstandsrecht, 1972; Rudolf DOLZER, Der Widerstandsfall, en 
ISENSEE/KIRCHHOF, Handbuch des Staatsrechts, t. 7, § l71; cfr. también art. 
21 de la Constitución de Portugal; art. 120.2 de la Constitución de Grecia; en 
Gran Bretaña el § 61 de la "Magna Charta Libertatum" y el préambulo de la 
Constitución de Francia, que se refiere al derecho de resistencia en la Decla-
ración de los derechos humanos de 1789. 
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o una actuación estatal ilegítima. La desobediencia civil puede45, 
pero no tiene que ser violenta. Lo específico en ella es la 
violación de la ley por parte de la persona "desobediente". En 
muchas ocasiones la desobediencia civil tendrá fines legítimos, e 
incluso deseables. Es evidente, que su núcleo fundamental suscita 
la interrogante de si la aplicación de la fuerza como medio en la 
polémica política puede justificarse. 
5. Lajustificación del recurso a la violencia 
Existen varias justificaciones para el recurso a la violencia o su 
apoyo. Pueden reducirse -sin necesidad de entrar a valorarlas- a 
un común denominador: el recurso a la violencia, y con él · su 
justificación, se justifica por la aplicación de la fuerza (coritra-
poder) por otro lado, por una opresión liberticida o por circuns-
tancias que impedirían el libre desarrollo (violencia estructural). 
El recurso a la violencia se justifica, pues, por el carácter ilegí-
timo de las circunstancias, de modo general o en casos especiales. 
Aunque esta descripción genérica pudiera parecer poco pro-
blemática, la justificación de la violencia dadas determinadas 
circunstancias resulta difícil. En principio, sólo sería posible 
cuando las circunstancias dadas puedan caracterizarse como 
gravemente ilegales o ilegítimas; existirían seguramente buen nú-
mero de ejemplos, tanto históricos como actuales. Tal justifi-
cación resulta sin embargo dudosa cuando, existiendo un orden 
constitucional de estructura demoliberal, una minoría rechaza la 
decisión mayoritaria. 
En la República Federal parte del movimiento antinuclear 
considera legítimo el recurso a la fuerza contra bienes -sabotaje 
45. Cfr. por ejemplo Ulrich KARPEN, "Ziviler Ungehorsam" im 
demokratischen rechtsstaat, "Juristenzeitung", 1984, pp. 249 SS.; Günther 
FRANKENBERG, Ziviler Ungehorsam und rechtsstaatliche Demokratie, 
"Juristenzeitung", 1984, pp. 266 ss. con referencias amplias. 
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contra vías del ferrocarril, por ejemplo- así como las sentadas y 
similares formas de resistencia. Estas formas de enfrentamiento 
violento se verían justificadas porque la energía nuclear, con 
todas sus implicaciones, representaría una amenaza tan exor-
bitante que la aplicación de una violencia "de menor intensidad" 
resultaría legítima. No se justifica, pues, el recurso a la violencia 
en general, sino solamente para la discusión sobre un tema 
específico. La violencia se utiliza así de forma instrumental y 
simbólica, porque el propio punto de vista se considera como el 
más justo y correcto. 
IV. LA FUERZA Y EL DERECHO 
1. El orden jurídico estatal 
Los órdenes constitucionales democráticos propios del Estado 
de Derecho rechazan el recurso a la fuerza física de modo 
general. El término Estado de Derech046 implica la renuncia a la 
violencia privada en la convivencia sociaL La exclusión · de la 
violencia puede ser considerada en general como uno de los 
principios de justicia básicos que constituyen el derecho, porque 
es la ley la que se enfrenta a la arbitrariedad y a la violencia 
individual y la que ha de determinar la relación entre las 
personas47. 
46. Cfr. Ernst BENDA, en BENDAlMAIHOFERNOGEL (ed.), Handbuch 
des Verfassungsrechts, 1994 (2a ed.), § 17, notas 2 ss.; Philipp KUNIG, Das 
Rechtsstaatsprinzip, 1986; Katharina SOBOTA, Das Prinzip Rechtsstaat, 1997; 
cfr. también R. HOFFMANN (ed.), Rechtsstaatlichkeit in Europa, 1996. Al 
respecto el art. 1 CE Y J. 1. GONZÁLEZ ENCINAR, Rechtsstaatlichkeit in 
Spanien, ibidem, pp. 167 ss. 
47. Cfr. Otfried HOFFE, Demokratie im Zeitalter der Globalisierung, 
1999, pp. 61 ss., 80 ss.; Arthur KAUFMANN, Rechtsphilosophie, 1997, (2a ed.), 
pp. 134 ss. 
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A la par del monopolio del poder estatal, que existe también en 
constituciones no democráticas, los regímenes constitucionales de 
libertad y democracia reclaman ~omo característica propia que el 
recurso a la violencia como medio de polémica política es inne-
cesario, ya que la participación de las propias personas sometidas 
a dominio en el ejercicio del mismo está garantizada institu-
cionalmente y los procesos de formación de la voluntad política 
están para ellas abiertos. El recurso a la fuerza se permite única-
mente en los pocos casos previstos por la ley; por ejemplo, la 
legítima defensa o en situaciones de emergencia. 
El rechazo de todas las demás formas de violencia -y muy 
especialmente de la violencia moral- no se realiza comparativa-
mente de modo tan estricto. Así se demuestra en la Constitución 
de la República Federal de Alemania; la Ley Fundamental no 
contempla el concepto de violencia o de recurso a la violencia en 
conexión con actividades individuales48. No obstante, la Ley 
Fundamental trasluce una básica posición de despego en relación 
a la fuerza. 
2. La Ley Fundamental ante la violencia 
Una serie de indicios en la Ley Fundamental y en la juris-
dicción del Tribunal Constitucional Federal comprueban lo antes 
dicho. 
El arto 8, párrafo 1 LF garantiza a los alemanes el derecho a 
reunirse pacíficamente y sin armas, sin necesidad de notificación 
ni permiso previo. Aunque en este arto 8, párrafo 1 LF no se 
utilice el término violencia, la expresión "pacíficamente y sin 
armas" permite obtener alguna una conclusión sobre la postura de 
la Ley Fundamental acerca de la violencia (confróntese también 
48. Sino sólo respecto al poder estatal; arto 20 párrafo 2 LF. Sobre la 
diferencia entre poder estatal y violencia Josef ISENSEE, en ISENSEE/ 
KIRCHHOF Handbuch des Staatsrechts, t. 1, 1987, § 13, notas 74 ss. 
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con el arto 21.1 CE). Los términos del derecho a asociarse "pací-
ficamente"49 no son idénticos a los del concepto jurídico-penal de 
violencia50. Una reunión se considera no pacífica si en ella se dan 
o amenazan producirse actividades que puedan resultar peligrosas 
para personas o bienes51 . El arto 8, párrafo 1 LF protege sólo 
reuniones que quepa considerar en este sentido pacíficas. 
No cabe ignorar, por otro lado, que la misma libertad de reu-
nirse hace posible un efecto moral sobre la formación de la 
voluntad estatal y social, que en ciertas circunstancias puede estar 
muy cercana a la violencia moral. Protestas y movilizaciones 
masivas tienen precisamente como finalidad crear una presión 
política. Una movilización poderosa, como demostraron los acon-
tecimientos de 1989 en la ciudad de Leipzig, conduce a una 
aplicación de fuerza en forma de violencia moral. Por ello las 
formas clásicas de la llamada resistencia "no violenta" se sitúan 
en el cruce entre la utilización legal de la libertad de manifes-
tación y una aplicación de la fuerza posiblemente ilegítima. 
Pero hay otras disposiciones de la Ley Fundamental que 
utilizan también términos como paz y carácter pacífico o se basan 
en ellos. Su Preámbulo contiene una declaración a favor de la 
paz, que implica, conforme a la prohibición del recurso a la 
fuerza en el derecho internacional del art 2 n°. 4 de la Carta de las 
Naciones Unidas, un rechazo de cualquier forma de política 
violenta52. Esta referencia a una obligatoriedad de la paz y a una 
política interestatal libre de violencia se estipula también en las 
disposiciones de los art.l párrafos 2, 9, párrafos 2, 24, 25 Y 26 
LF. La obligatoriedad de la no violencia y la paz en las relaciones 
49. Philip KUNIG, en V. MÜNCH/KUNIG (ed.), Grundgesetz-Kommentar, 
t. 1, 2000 (5" ed), art. 8, notas 22 ss. 
50. Sentencia 73, 206, 248 del Tribunal Constitucional Federal. 
51. Sentencias 73, 206, 248; 69, 315, 360 del Tribunal Constitucional 
Federal. 
52. Ingo V. MÜNCH, en V. MÜNCH/KUNIG (ed.), Grundgesetz-
Kommentar, t. 1,2000 (5" ed.), Preámbulo, notas 27 ss. y 30. 
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interestatales en la Ley Fundamental permite concluir que tam-
bién se exige el no recurso a la fuerza en el marco del orden 
jurídico interno. Una interpretación sistemática excluye que la 
Ley Fundamental intente crear disposiciones diferentes para el 
orden jurídico interno. 
Junto a ese monopolio estatal de la fuerza en el que se basa 
también la Ley Fundamental, que prohibe la violencia privada, 
cobra especial significado el orden de valores de los derechos 
fundamentales53. La teoría de los valores considera los derechos 
fundamentales como normas objetivas resultantes de las opciones 
valorativas de la Ley Fundamental. Estas sirven al Tribunal Cons-
titucional Federal54 especialmente para la solución de conflictos 
entre derechos fundamentales. Las normas de la Ley Fundamental 
encarnan un orden de valores objetiv055, que exige como refuerzo 
un deber de protección del Estado. Este será tanto más vinculante 
cuanto mayor sea el rango del valor existente tras un derecho 
fundamental56. 
Las leyes fundamentales, en cuanto opciones sobre valores 
objetivos, generan, además de las funciones clásicas de los dere-
chos fundamentales, efectos tales como propuestas para el diseño 
de las leyes, indicaciones para su aplicación jurisdiccional o 
normas para la configuración de instituciones estatales57. El 
Tribunal Constitucional Federal aborda también estructuras tanto 
sociales como económicas, que bien pueden ser entendidas como 
formas de la violencia estructural: así, una prohibición de com-
53. Cfr. también art. 1.1 CE; al respecto ADOMEITIFRÜHBECK, 
Einführung ins spanische Recht, 2001 (2a ed.), pp. 13 ss. 
54. Sentencia 7, 198, 205 del Tribunal Constitucional Federal; en España: 
art. 1.1 CE Y STC 11/1981 de 8 de abril. 
55. Sentencia 39, 1, 41 del Tribunal Constitucional Federal. 
56. Konrad HESSE, en BENDAlMAIHOFERNOGEL, Handbuch des 
Veifassungsrechts, 1994 (2a ed.), § 5, notas 1 ss. y 22 ss. Robert ALEXY, 
Theorie der Grundrechte, 1996 (3' ed.), pp. 125 ss. 
57. Konrad HESSE, en BENDAIMAIHOFERNOGEL, Handbuch des 
Veifassungsrechts, 1994 (2' ed.), § 5, notas 22 ss. 
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petencia convenida a nivel privado fue declarada incompatible 
con los valores básicos del libre ejercicio de la profesión, porque 
entre las partes contratantes existía un desequilibrio de poder 
negociador, que no dejaba espacio de libre decisión a una parte 
contratante58. 
Particular significado cobra en este contexto la dignidad de la 
persona. La Ley Fundamental sitúa en su arto 1, párrafo 1 en 
primer plano a la dignidad humana, cuyo respeto y protección es 
cometido de todos los poderes públicos 59. Es el valor más ele-
vado de la Constitución, principio constitucional básic060 y valor 
jurídico superior61. A la vez plantea límites a las libertades esta-
blecidas por los derechos fundamentales. De ahí que el recurso a 
la violencia, aunque estuviera protegido por otros derechos fun-
damentales, haya de pasar a segundo término en la medida en que 
vulnere el postulado de la dignidad humana. Aunque la Ley Fun-
damental es en su fundamento valorativamente neutral y protege 
determinadas actividades mediante derechos fundamentales espe-
cíficos, de su sistemática deriva que el recurso a la violencia sólo 
está permitido en determinados casos previstos por la Ley 
Fundamental. 
El Tribunal Constitucional Federal consideró, por ejemplo, 
que ni la libertad de opinión ni la libertad de prensa justifican el 
recurso a "medidas de fuerza" de relevancia económica tales 
como las llamadas al boicot62. Tampoco el derecho a la propa-
ganda religiosa, basado en el arto 4 párrafo 1 de la LF, avala 
58. Cfr. sentencia 81,242 del Tribunal Constitucional Federal. 
59. Cfr. también arto 10.1 CE; al respecto ADOMEITIFRÜHBECK, 
Einführung ins spanische Recht, 2001 (2a ed.), p. 16. 
60. Sentencia 6, 32, 36 del Tribunal Constitucional Federal; Ernst BENDA, 
en BENDAlMAIHOFERNOGEL, Handbuch des Veifassungsrechts, 1994 (2a 
ed.), § 6, notas 1 ss.; Tatjana GEDDERT-STEINACHER, Menschenwürde als 
Veifassungsbegriff, 1990, pp. 105 ss. 
6l. Sentencia 45, 187,227 del Tribunal Constitucional Federal. 
62. Cfr. sentencias 7, 198-Lüth; 25, 256-Blinkfuer del Tribunal Cons-
titucional Federal. 
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-según la jurisdicción del Tribunal Constitucional Federal- la 
aplicación de medios ilegales: realizar propaganda religiosa me-
diante la oferta de tabaco a reclusos significa para ellos una 
particular presión en una situación de apremi063. 
Por otra parte, la Ley Fundamental permite en determinados 
casos la "violencia" como medio de confrontación. Ello ocurre 
sobre todo en el área del derecho laboral colectivo del que se 
"cuida" el arto 9 LF64. No se permite en este caso la violencia 
física, pero sí la violencia moral en forma de huelga o cierre 
forzoso. No cabe negar el efecto de coacción moral que producen 
estas variantes de la contienda laboral65. 
En lo relativo a la posición básica de la Constitución respecto 
a la violencia se ofrece así un cuadro diferenciado: junto al mono-
polio del poder estatal, se proclama una prohibición casi absoluta 
del recurso a la violencia física y la admisión puntual del recurso 
a la violencia moral en casos específicos. 
V. CONCLUSIÓN 
A la vista de todo esto cabe dejar sentado que una apología de 
la violencia física contra personas está en contradicción con los 
fundamentos básicos de los órdenes estatales y jurídicos de corte 
europeo. Esto vale también para la evaluación de la violencia 
moral por la sociedad. Fuera de este consenso social básico 
quedan solamente pequeños grupos, que merecen ser caracte-
rizados como extremistas. 
63. Sentencia 12, 1 del Tribunal Constitucional Federal. 
64. Friedhelm FARTHMANNlMartin COEN, en BENDAlMAIHOFER/ 
VOGEL (ed.), Handbuch des Verfassungsrechts, 1994 (28 ed.), § 19, notas 1 ss. 
y 115 ss. 
65. Cfr. ADOMEIT!FRÜHBECK, Einführung ins spanische Recht, 2001 (28 
ed.), pp. 25 ss. 
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Más allá de este rechazo se abre un cuadro más diferenciado. 
Mientras los ordenamientos jurídicos prohiben también la 
violencia física contra bienes y rechazan la violencia moral en la 
mayoría de los casos, el consenso social básico se desdibuja. La 
violencia moral e incluso la fuerza física en forma de violencia 
contra bienes se consideran aceptables en algunos casos; sobre 
todo, cuando los fines para cuyo logro se recurre a estas formas 
de violencia se consideran legítimos, o cuando resoluciones esta-
tales, aun obtenidas mediante mayoritarias decisiones democrá-
ticas, se consideran ilegítimas. 
La violencia como medio de confrontación tanto en el campo 
político como en ámbitos privados y sociales aparece como una 
forma arcaica de enfrentamiento. El desarrollo del derecho y de la 
Constitución como medios para la resolución de conflictos es un 
particular logro cultural, que responde a la necesidad básica del 
individuo de seguridad y protección y que garantiza en buena 
parte su general libertad de acción. 
Una apología de la violencia que considere la coacción física y 
moral como legítimo medio de confrontación, tiende a justificarse 
esgrimiendo que determinadas relaciones estatales o sociales, 
probablemente legales pero en última instancia ilegítimas, no 
permiten el libre desarrollo personal. La protección de todo hom-
bre, particularmente de su vida, su salud y su personalidad repre-
sentan -por expresarlo con palabras del Tribunal Constitucional 
Federal- el más alto valor cuya vulneración mediante el recurso a 
la violencia contra las personas sólo puede justificarse en casos 
excepcionalmente extremos. 
No veo en la Europa Occidental ningún ordenamiento consti-
tucional o social cuyas disposiciones permitan el recurso a la vio-
lencia contra las personas. No existe opresión, ni de objetivos 
políticos ni de cualquier otra forma al libre desarrollo de la 
personalidad, que justifique acciones violentas contra personas. 
Soy consiente de que minorías, sobre todo étnicas o religiosas 
-por pensar en Irlandia, Córcega o el País Vasco- pueden sentirse 
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oprimidas por los ordenamientos estatales en que se insertan y 
probablemente tampoco se les ofrece un desenvolvimiento tan 
pleno como el que ellos consideran deseable. Aún constatando 
tales inconvenientes, es preciso preguntarse si cabe justificar la 
violencia como medio. 
Las exigencias del principio de la dignidad y del respeto a la 
inviolabilidad de la vida y la integridad física se dirigen en primer 
lugar y sobre todo hacia el Estado. Pero están al mismo tiempo en 
vigor, como valores objetivos internos del orden social, en las 
relaciones entre los individuos y los grupos. Interpretados los 
derechos fundamentales como un orden de valores objetivo, deri-
van de ellos exigencias para el resto del ordenamiento jurídico. 
Para el tema que nos ocupa esto significa que la protección de la 
vida y de la integridad física, pero también el libre desarrollo del 
individuo y el principio de la dignidad de la persona afectan a la 
convivencia de los ciudadanos. Estos valores están por lo demás 
en contradicción con toda aplicación o simple justificación del 
recurso a la violencia. La integridad física y la protección de la 
vida excluyen toda violencia física, mientras la violencia moral es 
incompatible con el libre desarrollo de la personalidad y con las 
exigencias de la dignidad humana. 
Estos valores fundamentales son de respeto obligado también 
para los partidos políticos, por lo que limitan su libertad desde el 
punto de vista programático. Estando la violencia como medio en 
la polémica política, en contradicción con el ordenamiento jurí-
dico y constitucional, los partidos que la justifican se colocan en 
una posición contradictoria, al actuar de manera ilegítima. 
Lo dicho puede parecer trivial. No obstante, también en países 
de Europa Occidental con sistemas estatales y sociales abierta-
mente demoliberales estas normas son frecuentemente violadas. 
Como queda dicho apenas si cabe fundar convincentemente una 
genérica apología de la violencia. Sólo en excepcionales casos 
extremos podría justificarse el recurso a la fuerza. 
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Por lo demás, el sistema parlamentario garantiza la partici-
pación de los ciudadanos en elecciones y la posibilidad de influir 
en los partidos. La participación en el debate público se ve ase-
gurada y el control público sobre la actuación estatal resulta 
efectivo a través de la prensa y de los restantes medios de comu-
nicación. Todo ello garantiza, una participación, quizá no ideal 
pero sí amplia, del individuo en el proceso político. 
A mi modo de ver aquí radica la respuesta a la posible 
justificación de una apología de la violencia expresada en un caso 
concreto, en forma de violencia moral o de violencia física contra 
bienes, con motivo de la polémica política sobre cuestiones 
singulares. Una vez que la mayoría ha decidido sobre un asunto, 
puede una minoría reclamar para sí que su propia posición es 
"más correcta". El ordenamiento constitucional diseñó el proceso 
de formación de la voluntad y de la toma de decisiones pública de 
acuerdo con el principio mayoritario. Existe además un gran 
número de garantías legales para la protección de los derechos 
individuales. Este proceso institucionalizado posibilita el hallazgo 
de decisiones "correctas". Junto a ellas pueden los partidos pro-
clamar políticamente verdades absolutas. El intento de impo-
nerlas mediante el recurso a la violencia simbólica y puntual, 
debilita el sistema parlamentario democrático y viola los derechos 
fundamentales de otros. El intranquilizador abuso de derechos y 
libertades, incluyendo el de la libertad de los partidos de ofrecer 
resistencia al poder estatal, que trata de asegurar la realización de 
decisiones democráticas, afecta a la democracia en sus mismas 
raíces. 
Por todo ello, la libertad de los partidos no incluye, en mi 
opinión, ninguna forma de apología de la violencia. Con ello 
queda respondida también la pregunta sobre cuáles habrían de ser 
las consecuencias a arrostrar por quien suscriba una justificación 
de la violencia: una prohibición -como la prevista en la Cons-
titución alemana para partidos que asuman objetivos incons-
titucionales- sólo puede ser "ultima ratio" en el caso de que 
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acciones relacionadas con la violencia sean inequívocamente 
atribuibles a un partido. Por lo demás tales partidos deberían ser 
antes que nada combatidos con medios políticos. 
